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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

21567 LEY 38/1999, de 5 de noviembre, de Orde-
nación de la Edificación.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El sector de la edificación es uno de los principales
sectores económicos con evidentes repercusiones en el
conjunto de la sociedad y en los valores culturales que
entraña el patrimonio arquitectónico y, sin embargo,
carece de una regulación acorde con esta importancia.

Así, la tradicional regulación del suelo contrasta con
la falta de una configuración legal de la construcción
de los edificios, básicamente establecida a través del
Código Civil y de una variedad de normas cuyo conjunto
adolece de serias lagunas en la ordenación del complejo
proceso de la edificación, tanto respecto a la identifi-
cación, obligaciones y responsabilidades de los agentes
que intervienen en el mismo, como en lo que se refiere
a las garantías para proteger al usuario.

Por otra parte, la sociedad demanda cada vez más
la calidad de los edificios y ello incide tanto en la segu-
ridad estructural y la protección contra incendios como
en otros aspectos vinculados al bienestar de las per-
sonas, como la protección contra el ruido, el aislamiento
térmico o la accesibilidad para personas con movilidad
reducida. En todo caso, el proceso de la edificación, por
su directa incidencia en la configuración de los espacios,
implica siempre un compromiso de funcionalidad, eco-
nomía, armonía y equilibrio medioambiental de evidente
relevancia desde el punto de vista del interés general;
así se contempla en la Directiva 85/384/CEE de la Unión
Europea, cuando declara que «la creación arquitectónica,
la calidad de las construcciones, su inserción armoniosa
en el entorno, el respeto de los paisajes naturales y urba-
nos, así como del patrimonio colectivo y privado, revisten
un interés público».

Respondiendo a este orden de principios, la nece-
sidad, por una parte, de dar continuidad a la Ley 6/1998,
de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones,
ordenando la construcción de los edificios, y de superar,
por otra, la discrepancia existente entre la legislación
vigente y la realidad por la insuficiente regulación actual
del proceso de la edificación, así como de establecer
el marco general en el que pueda fomentarse la calidad
de los edificios y, por último, el compromiso de fijar

las garantías suficientes a los usuarios frente a los posi-
bles daños, como una aportación más a la Ley 26/1984,
de 19 de julio, General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios, son los motivos que justifican sobra-
damente esta Ley de Ordenación de la Edificación, cuyo
contenido primordial es el siguiente:

1. El objetivo prioritario es regular el proceso de
la edificación actualizando y completando la configura-
ción legal de los agentes que intervienen en el mismo,
fijando sus obligaciones para así establecer las respon-
sabilidades y cubrir las garantías a los usuarios, en base
a una definición de los requisitos básicos que deben
satisfacer los edificios.

2. Para ello, se define técnicamente el concepto jurí-
dico de la edificación y los principios esenciales que
han de presidir esta actividad y se delimita el ámbito
de la Ley, precisando aquellas obras, tanto de nueva
construcción como en edificios existentes, a las que debe
aplicarse.

Ante la creciente demanda de calidad por parte de
la sociedad, la Ley establece los requisitos básicos que
deben satisfacer los edificios de tal forma que la garantía
para proteger a los usuarios se asiente no sólo en los
requisitos técnicos de lo construido sino también en el
establecimiento de un seguro de daños o de caución.

Estos requisitos abarcan tanto los aspectos de fun-
cionalidad y de seguridad de los edificios como aquellos
referentes a la habitabilidad.

Se establece el concepto de proyecto, obligatorio para
el desarrollo de las obras incluidas en el ámbito de la
Ley, precisando la necesaria coordinación entre los pro-
yectos parciales que puedan incluirse, así como la docu-
mentación a entregar a los usuarios para el correcto
uso y mantenimiento de los edificios.

Se regula, asimismo, el acto de recepción de obra,
dada la importancia que tiene en relación con el inicio
de los plazos de responsabilidad y de prescripción esta-
blecidos en la Ley.

3. Para los distintos agentes que participan a lo largo
del proceso de la edificación se enumeran las obliga-
ciones que corresponden a cada uno de ellos, de las
que se derivan sus responsabilidades, configurándose
el promotor como una persona física o jurídica que asu-
me la iniciativa de todo el proceso y a la que se obliga
a garantizar los daños materiales que el edificio pueda
sufrir. Dentro de las actividades del constructor se hace
mención especial a la figura del jefe de obra, así como
a la obligación de formalizar las subcontrataciones que
en su caso se establezcan.

Además la Ley delimita el ámbito de actuaciones que
corresponden a los profesionales, el proyectista, el direc-
tor de obra y el director de la ejecución de la obra,
estableciendo claramente el ámbito específico de su
intervención, en función de su titulación habilitante.

4. La responsabilidad civil de los diferentes agentes
por daños materiales en el edificio se exigirá de forma
personal e individualizada, tanto por actos propios, como
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7. El incumplimiento de las anteriores normas sobre
garantías de suscripción obligatoria implicará, en todo
caso, la obligación de responder personalmente al obli-
gado a suscribir las garantías.

8. Para las garantías a que se refiere el apartado 1.a)
de este artículo no serán admisibles cláusulas por las
cuales se introduzcan franquicias o limitación alguna en
la responsabilidad del asegurador frente al asegurado.

En el caso de que en el contrato de seguro a que
se refieren los apartado 1.b) y 1.c) de este artículo se
establezca una franquicia, ésta no podrá exceder del
1 por 100 del capital asegurado de cada unidad registral.

9. Salvo pacto en contrario, las garantías a que se
refiere esta Ley no cubrirán:

a) Los daños corporales u otros perjuicios econó-
micos distintos de los daños materiales que garantiza
la Ley.

b) Los daños ocasionados a inmuebles contiguos
o adyacentes al edificio.

c) Los daños causados a bienes muebles situados
en el edificio.

d) Los daños ocasionados por modificaciones u
obras realizadas en el edificio después de la recepción,
salvo las de subsanación de los defectos observados
en la misma.

e) Los daños ocasionados por mal uso o falta de
mantenimiento adecuado del edificio.

f) Los gastos necesarios para el mantenimiento del
edificio del que ya se ha hecho la recepción.

g) Los daños que tengan su origen en un incendio
o explosión, salvo por vicios o defectos de las insta-
laciones propias del edificio.

h) Los daños que fueran ocasionados por caso for-
tuito, fuerza mayor, acto de tercero o por el propio per-
judicado por el daño.

i) Los siniestros que tengan su origen en partes de
la obra sobre las que haya reservas recogidas en el acta
de recepción, mientras que tales reservas no hayan sido
subsanadas y las subsanaciones queden reflejadas en
una nueva acta suscrita por los firmantes del acta de
recepción.

Artículo 20. Requisitos para la escrituración e ins-
cripción.

1. No se autorizarán ni se inscribirán en el Registro
de la Propiedad escrituras públicas de declaración de
obra nueva de edificaciones a las que sea de aplicación
esta Ley, sin que se acredite y testimonie la constitución
de las garantías a que se refiere el artículo 19.

2. Cuando no hayan transcurrido los plazos de pres-
cripción de las acciones a que se refiere el artículo 18,
no se cerrará en el Registro Mercantil la hoja abierta
al promotor individual ni se inscribirá la liquidación de
las sociedades promotoras sin que se acredite previa-
mente al Registrador la constitución de las garantías esta-
blecidas por esta Ley, en relación con todas y cada una
de las edificaciones que hubieran promovido.

Disposición adicional primera. Percepción de cantida-
des a cuenta del precio durante la construcción.

La percepción de cantidades anticipadas en la edi-
ficación por los promotores o gestores se cubrirá median-
te un seguro que indemnice el incumplimiento del con-
trato en forma análoga a lo dispuesto en la Ley 57/1968,
de 27 de julio, sobre percepción de cantidades antici-
padas en la construcción y venta de viviendas. Dicha
Ley, y sus disposiciones complementarias, se aplicarán
en el caso de viviendas con las siguientes modificaciones:

a) La expresada normativa será de aplicación a la
promoción de toda clase de viviendas, incluso a las que

se realicen en régimen de comunidad de propietarios
o sociedad cooperativa.

b) La garantía que se establece en la citada Ley
57/1968 se extenderá a las cantidades entregadas en
efectivo o mediante cualquier efecto cambiario, cuyo
pago se domiciliará en la cuenta especial prevista en
la referida Ley.

c) La devolución garantizada comprenderá las can-
tidades entregadas más los intereses legales del dinero
vigentes hasta el momento en que se haga efectiva la
devolución.

d) Las multas por incumplimiento a que se refiere
el párrafo primero del artículo 6 de la citada Ley, se
impondrán por las Comunidades Autónomas, en cuantía,
por cada infracción, de hasta el 25 por 100 de las can-
tidades cuya devolución deba ser asegurada o por lo
dispuesto en la normativa propia de las Comunidades
Autónomas.

Disposición adicional segunda. Obligatoriedad de las
garantías por daños materiales ocasionados por vicios
y defectos en la construcción.

Uno. La garantía contra los daños materiales a que
se refiere el apartado 1.c) del artículo 19 de esta Ley
será exigible, a partir de su entrada en vigor, para edi-
ficios cuyo destino principal sea el de vivienda.

Dos. Mediante Real Decreto podrá establecerse la
obligatoriedad de suscribir las garantías previstas en los
apartados 1.a) y 1.b) del citado artículo 19, para edificios
cuyo destino principal sea el de vivienda. Asimismo,
mediante Real Decreto podrá establecerse la obligato-
riedad de suscribir cualquiera de las garantías previstas
en el artículo 19, para edificios destinados a cualquier
uso distinto del de vivienda.

Disposición adicional tercera. Intervenciones en el pro-
ceso de la edificación de los Cuerpos de Ingenieros
de los Ejércitos en el ámbito de la Defensa.

Los miembros de los Cuerpos de Ingenieros de los
Ejércitos, cuando intervengan en la realización de edi-
ficaciones o instalaciones afectas a la Defensa, se regirán
en lo que se refiere a su capacidad profesional por la
Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal
de las Fuerzas Armadas, y disposiciones reglamentarias
de desarrollo.

Disposición adicional cuarta. Coordinador de seguridad
y salud.

Las titulaciones académicas y profesionales habilitan-
tes para desempeñar la función de coordinador de segu-
ridad y salud en obras de edificación, durante la ela-
boración del proyecto y la ejecución de la obra, serán
las de arquitecto, arquitecto técnico, ingeniero o inge-
niero técnico, de acuerdo con sus competencias y espe-
cialidades.

Disposición adicional quinta. Regulación del derecho
de reversión.

Los artículos 54 y 55 de la Ley de Expropiación For-
zosa, de 16 de diciembre de 1954, quedan redactados
de la manera siguiente:

«Artículo 54.

1. En el caso de no ejecutarse la obra o no
establecerse el servicio que motivó la expropiación,
así como si hubiera alguna parte sobrante de los
bienes expropiados, o desapareciese la afectación,
el primitivo dueño o sus causahabientes podrán
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recobrar la totalidad o la parte sobrante de lo expro-
piado, mediante el abono a quien fuera su titular
de la indemnización que se determina en el artículo
siguiente.

2. No habrá derecho de reversión, sin embargo,
en los casos siguientes:

a) Cuando simultáneamente a la desafectación
del fin que justificó la expropiación se acuerde jus-
tificadamente una nueva afectación a otro fin que
haya sido declarado de utilidad pública o interés
social. En este supuesto la Administración dará
publicidad a la sustitución, pudiendo el primitivo
dueño o sus causahabientes alegar cuanto estimen
oportuno en defensa de su derecho a la reversión,
si consideran que no concurren los requisitos exi-
gidos por la ley, así como solicitar la actualización
del justiprecio si no se hubiera ejecutado la obra
o establecido el servicio inicialmente previstos.

b) Cuando la afectación al fin que justificó la
expropiación o a otro declarado de utilidad pública
o interés social se prolongue durante diez años des-
de la terminación de la obra o el establecimiento
del servicio.

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en
los apartados anteriores de este artículo proceda
la reversión, el plazo para que el dueño primitivo
o sus causahabientes puedan solicitarla será el de
tres meses, a contar desde la fecha en que la Admi-
nistración hubiera notificado el exceso de expropia-
ción, la desafectación del bien o derecho expro-
piados o su propósito de no ejecutar la obra o de
no implantar el servicio.

En defecto de esta notificación, el derecho de
reversión podrá ejercitarse por el expropiado y sus
causahabientes en los casos y con las condiciones
siguientes:

a) Cuando se hubiera producido un exceso de
expropiación o la desafectación del bien o dere-
cho expropiados y no hubieran transcurrido veinte
años desde la toma de posesión de aquéllos.

b) Cuando hubieran transcurrido cinco años
desde la toma de posesión del bien o derecho
expropiados sin iniciarse la ejecución de la obra
o la implantación del servicio.

c) Cuando la ejecución de la obra o las actua-
ciones para el establecimiento del servicio estu-
vieran suspendidas más de dos años por causas
imputables a la Administración o al beneficiario de
la expropiación sin que se produjera por parte de
éstos ningún acto expreso para su reanudación.

4. La competencia para resolver sobre la rever-
sión corresponderá a la Administración en cuya titu-
laridad se halle el bien o derecho en el momento
en que se solicite aquélla o a la que se encuentre
vinculado el beneficiario de la expropiación, en su
caso, titular de los mismos.

5. En las inscripciones en el Registro de la Pro-
piedad del dominio y demás derechos reales sobre
bienes inmuebles adquiridos por expropiación for-
zosa se hará constar el derecho preferente de los
reversionistas frente a terceros posibles adquiren-
tes para recuperar el bien o derecho expropiados
de acuerdo con lo dispuesto en este artículo y en
el siguiente, sin cuya constancia registral el derecho
de reversión no será oponible a los terceros adqui-
rentes que hayan inscrito los títulos de sus res-
pectivos derechos conforme a lo previsto en la Ley
Hipotecaria.

Artículo 55.

1. Es presupuesto del ejercicio del derecho de
reversión la restitución de la indemnización expro-

piatoria percibida por el expropiado, actualizada
conforme a la evolución del índice de precios al
consumo en el período comprendido entre la fecha
de iniciación del expediente de justiprecio y la de
ejercicio del derecho de reversión. La determina-
ción de este importe se efectuará por la Adminis-
tración en el mismo acuerdo que reconozca el dere-
cho de reversión.

2. Por excepción, si el bien o derecho expropiado
hubiera experimentado cambios en su calificación jurí-
dica que condicionaran su valor o hubieran incor-
porado mejoras aprovechables por el titular de aquel
derecho o sufrido menoscabo de valor, se procederá
a una nueva valoración del mismo, referida a la fecha
de ejercicio del derecho, fijada con arreglo a las nor-
mas contenidas en el capítulo III del Título II de esta
Ley.

3. La toma de posesión del bien o derecho
revertido no podrá tener lugar sin el previo pago
o consignación del importe resultante conforme a
los apartados anteriores. Dicho pago o consigna-
ción deberá tener lugar en el plazo máximo de tres
meses desde su determinación en vía administra-
tiva, bajo pena de caducidad del derecho de rever-
sión y sin perjuicio de la interposición de recurso
contencioso-administrativo. En este último caso, las
diferencias que pudieran resultar de la sentencia
que se dicte deberán, asimismo, satisfacerse o
reembolsarse, según proceda, incrementadas con
los intereses devengados al tipo de interés legal
desde la fecha del primer pago en el plazo de tres
meses desde la notificación de la sentencia bajo
pena de caducidad del derecho de reversión en
el primer supuesto.»

Disposición adicional sexta. Infraestructuras comunes
en los edificios para el acceso a los servicios de
telecomunicación.

El artículo 2, apartado a), del Real Decreto-ley
1/1998, de 27 de febrero, sobre infraestructuras comu-
nes en los edificios para el acceso a los servicios de
telecomunicación, quedará redactado de la siguiente
manera:

«a) A todos los edificios y conjuntos inmobi-
liarios en los que exista continuidad en la edifi-
cación, de uso residencial o no y sean o no de
nueva construcción, que estén acogidos, o deban
acogerse, al régimen de propiedad horizontal regu-
lado por la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Pro-
piedad Horizontal, modificada por la Ley 8/1999,
de 6 de abril.»

Disposición adicional séptima. Solicitud de la demanda
de notificación a otros agentes.

Quien resulte demandado por ejercitarse contra él
acciones de responsabilidad basadas en las obligaciones
resultantes de su intervención en el proceso de la edi-
ficación previstas en la presente Ley, podrá solicitar, den-
tro del plazo que la Ley de Enjuiciamiento Civil concede
para contestar a la demanda, que ésta se notifique a
otro u otros agentes que también hayan tenido inter-
vención en el referido proceso.

La notificación se hará conforme a lo establecido para
el emplazamiento de los demandados e incluirá la adver-
tencia expresa a aquellos otros agentes llamados al pro-
ceso de que, en el supuesto de que no comparecieren,
la sentencia que se dicte será oponible y ejecutable fren-
te a ellos.
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